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Buenas tardes. Permítanme antes de entrar en materia que cumpla con dos obliga-

ciones ineludibles para mí. En primer lugar, rendir un tributo de emocionado recuerdo

a Julio Luis Fernández Sevilla, Director de este Instituto y a mi entrañable compañera

Mayela Balmaseda con la que me unió una relación profesional durante diez años, a

través de los cuales pude comprobar sus desvelos, diligencia y competencia para inten-

tar aunar algo tan vívido, versatil, y por ende atípico, como es la actividad intelectual

con la, a veces, rígida estructura administrativa, y su actuación procedimental. Nada de

esta institución le era ajeno. La edición de la obra completa de Berceo o el reciente

Catálogo de puentes de La Rioja. Pero también, la forma de conseguir el pago antici-

pado de la beca a un doctorando o la forma de abono en el extranjero a un investigador

hispano americano o la sencilla y pertinaz batalla por conseguir la reducción del precio

de la fotocopia al usuario de los fondos documentales de este Instituto. Para ambos mi

más emocionado recuerdo.

En segundo lugar, me resulta obligado agradecer a los responsables de estas

Jornadas la confianza que han depositado en mí al encomendarme dar esta charla, sin

que concurra en este que les habla otro mérito que no sea el de haber dedicado diez años
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de ejercicio profesional como funcionario a la materia de la cultura y el Patrimonio

Histórico, lo que me ha permitido asomarme a una legislación específica y a un sector

del ordenamiento jurídico que, sea dicho desde aquí, no goza de una atención preemi-

nente entre los tratadistas, ni cuenta con una bibliografía especialmente profusa. Quizás

ello se deba, y tiempo habrá para abordar este aspecto concreto más adelante e incluso

para provocar el debate, porque en materia de Patrimonio Histórico el Derecho, o la

Ciencia Jurídica, asume consciencia de hallarse ante una zona límite de su propia inma-

nencia. Piénsese que, mientras el Derecho puede abordar conceptos como el de propie-

dad, familia, obligación, Constitución, delito, etc, etc, desde sus propias categorías, de

modo que, por ejemplo, es propiedad o constituye una familia lo que el derecho dice

que lo sean, no le ocurre lo mismo cuando trabaja con el Patrimonio Histórico, porque

todas las Ciencias Jurídicas se muestran insuficientes para decir, desde su inmanencia

categorial, qué sea el patrimonio histórico o que debe ser calificado como bien cultural.

Esa proposición le corresponde a otros.

No adelantemos acontecimientos. aunque seguramente volveremos a esta cuestión

que ilumina muchos aspectos del tratamiento jurídico del Patrimonio Histórico, explica

dificultades y deficiencias de la intervención administrativa y tensiona el principio de

seguridad jurídica, quería resaltarla ahora para explicar mi propia posición como con-

ferenciante desde la idea de la multidisciplinidad: El tratamiento del Patrimonio

Histórico, como el del medio ambiente o el urbanismo tienen que ser multidisciplinar y

yo me encuentro aquí como un modesto jurista que pretende ofrecer la visión que el

Derecho tiene de un objeto de experiencia compartida. Experiencia y mirada humilde-

mente especializada es lo único que puedo ofrecerles. Por otra parte, creo que con ello

me situo en el lugar que me ha sido solicitado por los organizadores de estas Jornadas

que, más que conclusiones apodícticas, pretenden informaciones sobre las diversas

perspectivas desde las cuales el Patrimonio Histórica es abordado. No más puedo dar, y

esto aún con evidentes limitaciones que vds. tendrán que consentirme, reafirmando que

mi intervención tendrá un carácter más descriptivo que analítico, en el convencimiento

de que puede resultar más interesante para vds. una aproximación a la materia que una

reflexión estrictamente jurídica.

Y entrando ya en materia, una primera cuestión que podemos plantearnos es desde

qué instrumentos normativos y a qué realidad se refiere el derecho cuando hablamos del

PHE.
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La Constitución española se refiere al PHE., en primer lugar, en su articulo 46 que

sitemáticamante se incluye dentro del Capítulo III referido a los principios rectores de

la política social y económica, para decir que los poderes públicos garantizarán la con-

servación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artísti-

co de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régi-

men jurídico y su titularidad. La Ley penal, añade, sancionar los atentados contra ese

patrimonio.

Como seguramente vds. saben, los principios rectores de la política social y econó-

mica, incluídos en el capítulo III del Título I de la Constitución no son directamente jus-

ticiables, esto es, solo pueden ser alegados y exigibles ante los tribunales de justicia de

acuerdo con lo que dispongan las leyes que vengan a desarrollarlos y así viene señala-

do en el capital artículo 53 del texto constitucional. Ahora bien, esto no significa que el

precepto carezca de valor normativo. La Constitución lo tiene per se y el principio

incluye un derecho concentrado que, además de implicar un mandato imperativo para

el legislador penal, habrá de informar la legislación positiva, toda la legislación positi-

va, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos, exista, o no, una legisla-

ción. He aquí pues un primer nivel de protección que exige, de una parte, del legislador

penal sancionar los atentados contra el patrimonio y, de otra, impone su conservación y

enriquecimiento, estableciendo una serie connotaciones que tenemos que destacar por-

que conviene señalar que el precepto distingue el patrimonio histórico, cultural y artís-

tico y los bienes que lo integran, refiriendo ambos conceptos a los pueblos de España.

Esta distinción nos impone abordar ya una cuestión a mi juicio importante.

Tradicionalmente se ha venido considerando el patrimonio histórico-artístico como un

conjunto de bienes muebles o inmuebles que actuaban como soporte físico o material

de unos valores de interés histórico o artístico, lo que determinaba, de un lado, una ten-

dencia estetizante o preciosista, que aún pervive en la experiencia, que venía a calificar

como pertenecientes al mismo a aquellos bienes dotados de un mayor valor o entidad,

y, de otra parte, la configuración del régimen jurídico del PH. como aquel sector del

ordenamiento jurídico caracterizado por las limitaciones y condicionamientos que a las

facultades del derecho de propiedad se introducían respecto a los titulares dominicales

de dichos bienes. 

En otras palabras, existe una tendencia que actua aún como hábito adquirido, que

lleva a identificar el Patrimonio Histórico como un  Patrimonio integrado por aquellos

bienes de especial entidad histórico-artistica que, por ello, quedan sometidos a un régi-
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men jurídico caracterizado por introducir limitaciones y condicionantes  excepcionales

al ejercicio  de las facultades dominicales de sus titulares. Pues bien, desde la

Constitución de 1978 no cabe mantener esta posición, sino es con una importante mati-

zación: Como ha señalado algún sector doctrinal, destacadamente  Mª  del Rosario

Alonso Ibañez, el interés público que determina la protección del patrimonio histórico

deriva de la función que tienen los bienes que lo integran al ser instrumentos de pro-

moción cultural. El interés histórico, artístico, científico o técnico vinculado a los bie-

nes es un factor de identificación pero, en sí mismo, no es el objeto de protección. El

objeto de la tutela jurídica es su condición de instrumentos que permiten el acceso a la

cultura de los ciudadanos. Otra cosa distinta es que ese interés público haya de ser satis-

fecho mediante la protección de esos bienes que actúan como soporte material.

Protección que se consigue mediante la atribución a la Administración de facultades

interventoras sobre la propiedad; pero conceptualmente es importante destacar que ni la

función de los poderes públicos acaba allí, ni el derecho agota su misión a través de la

delimitación o limitación del derecho de propiedad. El interés general al que la

Administraqción debe servir, va más allá y exige la puesta del bien en valor cultural

como su propio destino público. Las consecuencias interpretativas que de esta posición

deben obtenerse, las iremos viendo cuando analicemos la posición de los particulares al

instar el procedimiento de declaración de un bien como BIC, o al estudiar la ruina como

límite de la realidad de la protección del Patrimonio o cuando nos planteemos la con-

veniencia de intentar alcanzar un concepto de bien de interés cultural. Ahora lo dicho

puede servirnos para indicar que el artículo 46 no es la única referencia de la

Constitución al Patrimonio Histórico y para comprender mejor la distribución compe-

tencial que sobre esta materia realiza el Texto Constitucional.

Así efectivamente, en cuanto que los bienes que lo integran son instrumentos de

promoción y acceso a la cultura, el PH queda directamente vinculado a este concepto

de modo que le afecta plenamente lo dispuesto en el artículo 44 que prescribe que los

poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen

derecho. Pero, además, esta caracterización de los bienes integrantes del PH como ins-

trumentos de acceso a la cultura, puede servirnos para entender mejor la distribución

competencial que sobre la materia realiza la Constitución porque no solo tendremos que

entender que esa distribución se realiza cuando el Texto constitucional se refiere al PH

o a los bienes que lo integran, sino, también, cuando se refiere expresamente a la cul-

tura. Y, en definitiva, esta vinculación nos permitirá comprender la configuración del
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sistema normativo referido al PH. en el ámbito del Estado. Permítanme que sobre este

aspecto me detenga un poco porque ello ayudará a entender todo lo demás.

Es sabido que a partir de la Constitución de 1978, el estado español se configura

como un Estado Autonómico. Esencialmente, esta calificación implica que, por mor del

reconocimiento que la Constitución hace de las nacionalidades y regiones que integran

la Nación española y de su autonomía, el Estado habrá de organizarse territorialmente

sobre la base de los municipios, las provincias y las comunidades autónomas que se

constituyan. Nos interesan ahora las CC.AA. para señalar que, junto al Estado, enten-

dido aquí en su sentido restringido, existen unas CC.AA. que actúan como personifica-

ción institucional de base constitucional de las nacionalidades y regiones y que, en desa-

rrollo de su autonomía, gozan de potestad legislativa y, en este sentido, participan como

sujetos plenos en la formación de la voluntad general. El problema sobre el que me gus-

taría que ahora nos centráramos queda suficientemente delimitado si tenemos en cuen-

ta que en nuestro actual sistema constitucional, al hablar de la Ley, nos estamos refi-

riendo a dos fuentes de producción normativa igualmente legítimas: El Estado, a través

del Congreso y del Senado y las CC.AA. a través de sus Asambleas Legislativas. Y

ambos productos son cualitativamente idénticos. ¿Cómo se relacionan entonces ambos

tipos de leyes? Pues a través de lo que la doctrina  denomina principio de competencia

que intento explicar a continuación.

Dejando ahora el debate, no ciertamente nominalista sobre si nuestro Estado es o

no un Estado Federal o cuasi federal, afirmemos aquí que tiene una estructura federal y

que por ello aplica a las relaciones entre Estado y CC.AA. un principio federal de dis-

tribución de competencias en función de las materias. Es decir, ante una determinada

materia (puertos, prisiones, urbanismo, propiedad, patrimonio histórico, etc,) nuestra

Constitución atribuye determinadas competencias al Estado y determinadas competen-

cias a las CC.AA.

Desde este principio y sobre la base de los artículos 148 y 149 de nuestra

Constitución, con las singularidades que pueden derivar del artículo 150, puede ofre-

cerse el siguiente esquema básico:

- Competencias exclusivas del Estado: Aquellas materias en las que el Estado

acumu la la potestad legislativa, el desarrollo reglamentario y la potestad de ejecución

y organización administrativa.

- Competencias exclusivas de las CC.AA.: Aquellas materias en las que las
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CC.AA. tienen la potestad legislativa, el desarrollo reglamentario y la organización

administrativa.

- Competencias compartidas: Aquellas materias sobre las que el Estado ostenta

la potestad legislativa y el desarrollo del reglamento ejecutivo o normativo, en tanto que

la Comunidad Autónoma asume la ejecución y la organización administrativa.

- Competencias concurrentes: Son aquellas en las que el Estado se reserva la

legislación básica, en tanto que corresponde a las CC.AA. la legislación de desarrollo

de esas bases, así como la ejecución.

Me he detenido en este punto para intentar explicar el principio de competencia al

que antes me refería y señalar que una Ley estatal y una autonómica son esencialmen-

te iguales y no se rigen por una relación de jerarquía, sino de materia: es decir, una y

otra, podrán regular, o no, una determinada materia en función de la distribución y atri-

bución competencial operada por la Constitución. Por tanto, y en lo que ahora quisiera

resaltar, cuando nos encontramos ante dos leyes que regulan el Patrimonio Histórico,

como por ejemplo, la Ley 16/85, del Patrimonio Histórico Español o las Leyes de

Patrimonio Catalán, Vasco o Andaluz, no nos estamos refiriendo a una relación de jerar-

quía o de desarrollo puesto que una Ley no es superior y se impone sobre la otra, sino

a una relación de competencia: ambas Leyes regulan ámbitos materiales distintos en

función de su competencia. Pero este esquema se hace especialmente complejo en la

materia Patrimonio Histórico Español, y enfatizo el término español, porque vinculado

como está a la materia cultura, es una de las pocas que escapan enconadamente a los

criterios de distribución competencial a los que antes me refería. Me explico: De la lec-

tura sistemática de los párrafos 15, 16 y 17 del número 1 del artículo 148 de la

Constitución debe deducirse que las CC.AA. pueden asumir competencias en las mate-

rias de bibliotecas, museos y patrimonio monumental de interés para la Comunidad

Autónoma, así como el fomento de la cultura.

En base a todo ello, todos los Estatutos de Autonomía han venido a asumir con

carácter exclusivo competencias sobre esas materias. A su vez, el artículo 149-1, 28

establece como competencia exclusiva del Estado la defensa del patrimonio cultural,

artístico y monumental español contra la exportación y la expoliación. Pero, al tiempo,

en su número 2, el mismo artículo 149 señala que, sin perjuicio de las competencias que

podrán asumir las CC.AA., el Estado considerará el servicio de la cultura como deber

y atribución esencial.
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Es de señalar que, salvo respecto a la defensa del patrimonio histórico frente a la

exportación y a la expoliación que la Constitución atribuye con carácter exclusivo al

Estado,  en el resto de las materias referidas al Patrimonio Histórico, la Constitución no

utiliza los criterios de exclusividad, concurrencia o reparto compartido a que antes me

refería porque siendo la materia identificable con la cultura, resulta que sean cuales sean

las competencias que las CC.AA. asuman, el Estado considera como suya y esencial  el

servicio a la cultura. Esta circunstancia ha llevado a algún sector doctrinal a hablar de

una competencia horizontal, y a atribuir a la ley 16/1985, de 25 de junio una función

preeminente respecto al Bloque de constitucionalidad puesto que a ella le debe corres-

ponder como función delimitar qué competencias corresponden al Estado y cuales a las

CC.AA.. Sin embargo, esta posición no pasa de ser doctrinal porque el propio TC. ha

declarado en su Sentencia 17/1991, de 31 de enero justamente lo contrario. Pero en

definitiva, lo que quiero dejar sentado aquí es que el Patrimonio Histórico es una mate-

ria que tanto puede ser regulada por el legislador estatal como por el legislador autonó-

mico estableciendo regímenes jurídicos diferencidos, de modo que aunque todos los

bienes que lo integran son PHE, no todos tienen porque hallarse sometidos a un único

y uniforme estatuto jurídico.

Perdónenme, no deseo someterlos a una tortura de oscuridad, pretendo señalar una

cuestión especialmente compleja, que deriva, no ya solo del hecho de que nuestro

Derecho es un conjunto de ordenamientos jurídicos territoriales, sino también de la cir-

cunstancia de que el PHE, no solo lo es de la nación española, sino igualmente de los

pueblos que la integran, los cuales pueden normarlo desde una perspectiva distinta a la

estatal, sin prejuicio de que los declarados BIC se sometan a la  misma regulación legal.

Un aspecto especialmente preocupante porque, en mi opinión, sería necesario que las

calificaciones que sobre los bienes se puedan realizar desde las distintas legislaciones

autonómicas, encuentren su adecuada correspondencia en la declaración indivicualiza-

da como BIC . Pero es el caso que mientras la Ley catalana y la andaluza prevén esa

correspondencia y la inscripcion de los bienes en el Registro de Bienes de Interés

Cultural, no conozco una regulación similar en la legislación vasca.

Por ello quizás fuera aconsejable intentar llegar a un concepto legal de “bien cul-

tural” que homogenizara el tratamiento jurídico y garantizara adecuadamente principios

tales como el de seguridad jurídica o el de injusto típico. En cualquier caso, en este

momento podemos concluir que bien cultural es todo aquel que al incorporar determi-

nados valores históricos, artísticos, científicos, técnicos, arqueológicos o etnográficos
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cumplen una función instrumental al permitir el acceso a la cultura y quedan sometidos

a un régimen especial de protección

Hemos visto la regulación y la distribución competencial operada por la

Constitución. Nos hemos aproximado a un concepto de “bien cultural” que nos permi-

ta una comprensión del concepto de Patrimonio Histórico. Prescindiremos ahora de las

legislaciones autonómicas, aunque hemos de tener constancia de su existencia, y nos

centraremos en la Ley 16/1985, de 25 de junio del Patrimonio Histórico, para terminar

abordando la situación en nuestra Comunidad Autónoma.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1-2 de la Ley 16/85, integran el

PHE los inmuebles y objetos muebles de interés artísticos, histórico, paleontológico,

arqueológico, etnográfico científico o técnico. También forman parte de él, el patrimo-

nio documental y bibliográfico, los yacimientos y zonas arqueológicas, así como los

sitios naturales, jardines y parques que tengan valor artístico, histórico o antropológico.

Normalmente la doctrina habla de un Patrimonio Histórico genérico y de unos

patrimonios especiales, cuales son el arqueológico, documental, bibliográfico y

etnográfico.

A su vez, el nº 3 del mismo artículo dispone que los “bienes más relevantes” del

PHE deberán ser inventariados o declarados de interés cultural en los términos previs-

tos en la Ley, y, consecuentemente, el artículo 9-1 afirma que gozarán de singular pro-

tección y tutela los bienes integrantes del PHE declarados de interés cultural por minis-

terio de la Ley o mediante Real Decreto de forma individualizada.

Desde la experiencia adquirida en estos años de trabajo con profesionales que tie-

nen que enfrentarse a esta materia, me daría por satisfecho si esta noche consiguiera

explicarles adecuadamente la diferencia entre ese PHE genéricamente descrito en el

artículo 1-2 de la Ley y estos bienes inventariados o declarados de interés cultural y

sometidos por ello a un régimen específico establecido en la misma Ley, cuya

Exposición de Motivos, a este fin, recomiendo leer.

Para conseguir esa explicación, quisiera recordar ahora lo que al principio decía

cuando señalaba que el Derecho no puede desde sus propias categorías decir qué es un

bien de interés cultural. Ello así, la Ley se limita a establecer los criterios de identifica-

ción que nos permiten decir, a la vista de un determinado bien, que integra el PHE. El

artículo 1-2 que ya hemos visto enuncia esos elementos de identificación. Junto a ello,
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el artículo 9 se refiere, dentro de todos aquellos bienes que en aplicación de la Ley pue-

den ser considerados integrantes del PHE, a los más relevantes que, por esa razón, que-

dan sometidos a un régimen de protección más intenso.

Es importante tener en cuenta esta diferenciación y prestar atención a ambos con-

ceptos porque cuando leemos un determinado artículo de la Ley, tenemos que dilucidar

antes que nada si se refiere con su regulación a los bienes genéricos o si se está refi-

riendo a esos bienes más relevantes que gozan de especial protección. Y es lo cierto que

la mayor parte de las veces, la Ley se refiere a estos últimos, aunque en muchas oca-

siones he observado que algunos profesionales pretenden aplicar dichos artículos a bie-

nes que si estar declarados, ellos consideran de interés. Es importante, para entender la

Ley, tener en cuenta esa diferenciación.

Ahora bien, desde la perspectiva de la protección legal del Patrimonio, lo que

acabo de decir, ¿significa que la Ley solo protege a los bienes más relevantes y aban-

dona a su suerte a los bienes que podemos calificar como genéricos? Nada más alejado

de la realidad. Ya he dicho que la Ley, siguiendo la Carta de Atenas y documentos simi-

lares, abandona todo criterio estetizante o preciosista. Lo que ocurre es que la Ley esta-

blece directamente un régimen de protección para aquellos bienes que lo precisan de

una manera más palmaria, y confía la protección de los demás a un sector del ordena-

miento jurídico especialmente desarrollado y útil para esta función como es el urbanis-

mo. Desde una perspectiva de protección legal, Ley y Planeamiento urbanístico son

caras de una misma realidad, sin perjuicio de que la Ley de PHE se reserve unas facul-

tades que yo denomino exorbitantes referidas a los bienes genéricos y que pueden ejer-

citarse cuando el planeamiento se muestre insuficiente para garantizar la protección.

A efectos estrictamente sistemáticos, me ocuparé ahora de los bienes de especial

relevancia a los que se refieren los artículos 1-3 y 9 de la Ley 16/1985. 

Como señala el último de los preceptos citados, son estos aquellos bienes inte-

grantes del PHE  que han sido declarados de interés cultural. En estos casos no basta,

como en el supuesto de los bienes genéricos con una mera identificación de los ele-

mentos de interés, sino que es preciso un “plus”, una declaración que admite una doble

modalidad: o bien se realiza por ministerio de la ley, o bien de una manera individuali-

zada. Son declaraciones efectuadas por ministerio de la ley  las contenidas en las

Disposiciones Adicionales 1ª y 2ª. La primera se refiere a los bienes que con anteriori-

dad a la entrada en vigor  hubieran sido declarados de interés histórico-artístico y la
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segunda se refiere a los bienes a que se contraen los Decretos de 22 de abril de 1949,

571/1963 y 449/1973. Básicamente estos bienes son los castillos, los escudos heráldi-

cos, los rollos de justicia, las cruces de camino y los hórreos. Junto a ello la Ley decla-

ra BIC los abrigos y cuevas en los que existan restos de arte rupreste y la Disposición

Transitoria Octava se refiere a los “Paisajes pintorescos” para señalar que se conside-

rarán  BIC hasta en tanto se produzca su catalogación de acuerdo con la Ley de Espacios

Naturales.

Al lado de esta declaraciones realizadas por ministerio de la Ley pueden señalarse

dos supuestos de asimilación de régimen. Así, la Disposición Adicional Quinta esta-

blece que quedarán sometidos al régimen establecido por la Ley para los bienes decla-

rados BIC, los que formen parte del Patrimonio Nacional.

Quizás no fuera ocioso distinguir ahora tres conceptos de similar denominación

pero de naturaleza bien diferenciada:

- El Patrimonio Histórico al que nos venimos refiriendo

- El Patrimonio del Estado o de las CC.AA. que es el integrado por los bienes

que pertenecen al Estado o a las CC.AA. en una relación jurídica dominical.

- El Patrimonio Nacional que es aquel vinculado a la Corona para el ejercicio de

la función representativa que le atribuye la Constitución. Por ejemplo, el Palacio de

oriente, el de Aranjuez, La Granja, etc, etc. Pues bien, tales bienes, por ministerio de la

Ley quedan sometidos al régimen establecido por la Ley para los BIC, sin perjuicio de

su afectación a esa función representativa. 

Por último, no constituye una declaración formal pero implica un supuesto de

extensión del régimen legal de los BIC el supuesto contemplado en el artículo 60-1 de

la Ley que dispone que quedan sometidos a ese régimen legal los inmuebles de titula-

ridad estatal destinados a la instalación de Archivos, Bibliotecas y Museos, añadiendo

que, a instancias de la Administración competente, el Gobierno podrá extender ese régi-

men a otros Archivos, Bibliotecas y Museos. 

Debe observarse que en este caso la protección legal no se establece en función del

interés del edificio contenedor. A mi juicio nos encontramos aquí ante un bloque nor-

mativo propio del régimen patrimonial de la Administración. Es decir, el legislador

estatal de 1985, teniendo la atribución competencial para ello, ha querido establecer el

régimen demanial de unos inmuebles de titularidad estatal, asimilándolo al de los



PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO HISTÓRICO

167

Bienes de Interés Cultural, por considerar que con ello garantiza mejor la preservación

de patrimonios históricos especiales como son el documental y bibliográfico. Pero esta

regulación no excluye, a lo que yo creo, que si el edificio contenedor goza de interés

histórico, artístico, científico o técnico pueda ser objeto de una declaración individuali-

zada. 

Junto a las declaraciones realizadas por ministerio de la Ley, nos encontramos con

aquellas otras realizadas de manera individualizada a traves de un acto que declara la

adscripción de un determinado bien al régimen legal establecido. Pienso que, desde la

perspectiva que he pretendido asumir en esta intervención, uno de los aspectos que más

puede interesarles es el estudio del procedimiento de declaración, el “iter” o camino que

la Administración tiene que seguir para llegar a esa declaración expresa. Sin embargo,

permítanme que, a efectos explicativos, empiece por el final porque si vds. leen la Ley

16/1985 y su Reglamento pueden llegar a una conclusión equivocada.

Efectivamente, partiendo quizas de una interpretación constitucional que le llevó a

identificar los Bienes de Interés Cultural con el Patrimonio Histórico de interés estatal,

el legislador de 1985 estableció que las declaraciones expresas de BIC habrían de rea-

lizarse mediante Real Decreto, atribuyendo con ello la competencia al Gobierno de la

nación, por más que la incoación del procedimiento correspondiera a las CC.AA.

Pues bien, el Tribunal Constitucional en su sentencia 17/1991, de 31 de enero, vino

a declarar inconstitucional esta pretensión estableciendo básicamente que la competen-

cia para realizar la declaración corresponde a las CC.AA. que estatutariamente hayan

asumido competencias sobre la materia, salvo cuando se trate de los bienes a los que se

refiere el artículo 6 b) de la Ley. Tales bienes son, de un lado, los integrantes del

Patrimonio Nacional al que ya nos hemos referido, y los adscritos a servicios públicos

gestionados por el Estado. Por tanto, pese a lo que vds. puedan leer en la Ley y en el

Reglamento, tienen que tener en cuenta esta diferenciación: si el bien es de naturaleza

demanial, es decir si está adscrito a la gestión de un servicio público de titularidad esta-

tal, la competencia para su declaración corresponde al Gobierno y adoptará la forma de

Decreto. En caso contrario, la competencia corresponde a los órganos de la comunidad

Autónoma en cuyo territorio radique el bien.

Lo que no aclara adecuadamente la Sentencia que, en mi modesta opinión, no es

la más afortunada de nuestro Alto Tribunal, es si la competencia ejecutiva se limita a la

incoación y declaración o se extiende a la posible regulación del procedimiento, mate-
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ria que puede abrirse a diversa interpretaciones sobre las que no me detendré.

¿Cuál es el procedimiento que lleva a la declaración de un bien como BIC.? La

estructura es la siguiente:

Cualquier persona puede solicitar la incoación del expediente de declaración de un

bien como BIC, no solo porque así viene expresamente reconocido por la Ley y su

Reglamento, sino también porque la misma Ley establece que será pública la acción

para exigir su cumplimiento. No se precisa por tanto de una especial legitimación, ni de

la titularidad de un derecho sobre el bien, ni es necesario acreditar que se ostenta un

interés directo. Ahora bien, de esta regulación general quedan excluídas las obras de los

autores vivos. La Ley parte en estos casos de la imposibilidad de la declaración salvo

que exista autorización expresa de su propietario (no del autor) o medie su adquisición

por la Administración.

La incoación corresponderá, o bien al órgano cultural de la Comunidad Autónoma

correspondiente en la mayor parte de los casos, o bien al Ministerio de Cultura cuando

se trate de bienes afectados a servicios públicos de titularidad estatal.

Incoada la declaración, el expediente debe de ser sometido al informe de una ins-

titución consultiva que habrá de emitirlo con carácter favorable en el plazo de tres

meses para poder continuar el procedimiento. Si transcurriese el plazo de tres meses sin

que la institución hubiere emitido informe, este debe estimarse favorable. Las institu-

ciones consultivas son: La Junta de Calificación, Valoración y Exportación del

Patrimonio Histórico Español, Las Reales Academias, Las Universidades españolas y

las Juntas Superiores que la Administración determine. Así mismo, tienen ese carácter

de institución consultiva las que en su ámbito cada Comunidad Autónoma reconozca

como tales.

Emitido el Informe, o estimado favorable por silencio, si el expediente afecta a un

bien inmueble, debe someterse a un periodo de información pública, dando audiencia,

con notificación expresa, al Ayuntamiento interesado.

El acto de declaración expresa deberá describir claramente el bien y, tratándose de

un inmueble, delimitar su entorno y definir y enumerar las partes integrantes, pertenen-

cias y accesorios.

Según el artículo 9-3 de la Ley, el expediente debe resolverse en el plazo máximo

de veinte meses a partir de la fecha en que hubiere sido incoado. La caducidad del expe-
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diente se producirá transcurrido dicho plazo si se ha denunciado la mora y siempre que

no haya recaído resolución en los cuatro meses siguientes a la denuncia. Caducado el

expediente, no podrá volver a iniciarse en los tres años siguientes, salvo a instancia del

titular.

Quisiera detenerme en esta extraña regulación de la caducidad para reclamar su

atención sobre dos aspectos que considero de interés. La primera de ellas, la posición

vacilante que parece asumir el legislador de cara a la iniciativa que reconoce a cual-

quier persona para solicitar la incoación del procedimiento. La segunda, para indicar

cómo los principios a que al inicio de mi intervención me he referido, aunque pudie-

ran parecer abstractos, encuentran inmediatamente virtualidad cuando se afronta la

interpretación de la legislación positiva.

Por lo demás, tengo que señalarles que, en mi opinión la regulación legal adolecía

de incoherencia constitucional desde el momento mismo de su promulgación y al

momento presente puede estimarse, cuando menos, parcialmente derogada.

Como hemos dicho, la ley reconoce a cualquier persona la capacidad para solicitar

la incoación. Ello es plenamente con la regulación constitucional puesto que, como

hemos afirmado, en la relación juridico-pública a que el Patrimonio Histórico se remi-

te, el bien jurídico tutelado no es tanto el valor histórico o artístico del bien, cuanto su

carácter instrumental para permitir el acceso del ciudadano a la cultura a la que todos

tienen derecho. Si esto es así, lo lógico y coherente es que la legislación permita que

cualquier ciudadano, en cuanto que sujeto de esa relación jurídico-pública, pueda accio-

nar su derecho a que un determinado bien sea objeto de valorización cultural, o puesto

en valor de ser instrumento cultural mediante su declaración como BIC. Sin embargo,

una vez reconocido aparentemente esto, el legislador, al regular la posible terminación

del procedimiento mediante la caducidad parece situarse en la perspectiva única del

posible titular de derechos dominicales sobre el bien, en un procedimiento iniciado de

oficio por la Administración, y así vincula al transcurso del tiempo la consecuencia de

la caducidad como un modo de garantizar la seguridad jurídica del propietario que tiene

que saber, en cada momento, a qué régimen jurídico está sometido el bien de su pro-

piedad.Pero es el caso que con esa regulación, la mera inactividad de la administración

podría dar lugar a que un bien no fuera declarado BIC y, por tanto, sometido a un régi-

men de protección que podría venir exigido por una eventual agresión. Esta situación se

hacía especialmente absurda en aquellos supuestos en que en la tramitación del expe-

diente ya había sido emitido el informe favorable y vinculante de la institución consul-
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tiva. Y, sin embargo, ya en el momento de la promulgación de la Ley era un principio

pacíficamente admitido doctrinalmente que la caducidad o perención no podía porducir

efectos de gravamen o perjuicio a quien no era responsable de la inactividad.

Imagínense a qué resultados podría llegar esta regulación en un supuesto, nada difícil

de imaginar, en que la Administración tuviera interés en una obra que pudiera implicar

la desaparición de un bien y un determinado colectivo instara su declaración como BIC.

Bastaría la mera inactividad formal de la Administración para que, caducado el expe-

diente, se extinguiera la aplicación provisional del régimen de protección.

Estimo que el artículo 9-3 de la Ley y concordante de su Reglamento deben esti-

marse, en lo que a la caducidad se refiere, parcialmente derogados por las Leyes

30/1992 y 4/1999, de 15 de Mayo. Efectivamente, el apartado 3 de la Disposición dero-

gatoria de la Ley 30/1992 declara en vigor aquellas normas, sea cual fuere su rango, que

regulen procedimientos especiales, siempre que no contradigan o se opongan a lo dis-

puesto en la propia Ley.

Pues bien puede afirmarse que la regulción de la caducidad en el procedimiento

establecido por la Ley 16/1985, de 25 de junio para la declaración de Bienes de Interés

Cultural, cuando se haya iniciado a instancia de parte, se opone y contradice lo dis-

puesto en la ley de Procedimiento Administrativo. En primer lugar porque esta última

parte del principio consagrado en el artículo 42 de la obligación de resolver. La

Administración está obligada a dictar resolución expresa en todos los procedimientos y

a notificarla, cualquiera que sea su forma de iniciación. La caducidad solo podrá pro-

ducirse en los procedimientos iniciados a instancia de parte cuando hay una actividad

imputable al particular de la que derive la imposibilidad de continuar el procedimiento

o bien, podrá alegarse cuando ejerciendo la Administración una función interventora,

paralizara la actuación. Pero ninguno de los dos supuestos se darán cuando haya sido

un particular quien haya instado el procedimiento de declaración de BIC y haya identi-

ficado adecuadamente el bien. Distinto tema, que podemos abordar si lo desean en el

debate es la inadmisión de la solicitud de incoación.

Visto el procedimiento de declaración podemos ahora analizar esa categoría no

cientamente uniforme, para pasar después a describir su régimen legal de protección y

compararlo con el aplicable a los bienes genéricos. Aunque los BIC puden ser mueble

o inmueles, por razones de tiempo de exposición me centraré en los de naturaleza

inmueble. Dentro de ellos podemos distinguir los siguientes tipos: Monumento, Jardín

Histórico, Conjunto Histórico, Sitio Histórico y Zonas Arqueológicas. 
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Son Monumentos aquellos bienes inmuebles que constituyen realizaciones arquie-

tectónicas o de ingeniería u obras de escultura colosal, siempre que tengan interés histó-

rico, artístico, científico o social.

Jardín Histórico es el espacio delimitado, producto de la ordenación por el hombre

de elementos naturales, a veces complementado con estructuras de fábrica y estimado

de interés en función de su origen o pasado histórico o de sus valores estéticos, senso-

riales o botánicos.

Conjunto Histórico es la agrupación de bienes inmuebles que forman una unidad

de asentamiento, continua o dispersa, condicionada por una estructura física represen-

tativa de la evolución de una comunidad humana por ser testimonio de su cultura o

constituir un valor de uso o disfrute para la colectividad. Lo es, así mismo, cualquier

unidad superior de población que reúna esas mismas características y pueda ser clara-

mente delimitado.

Sitio Histórico es el lugar o paraje natural vinculado a acontecimeintos o recuerdos

del pasado, a tradiciones populares, crreaciones culturales o de la Naturaleza y a obras

del hombre que posean valor histórico, etnográfico, paleontológico o antropológico.

Zona Arqueológica es el lugar o paraje natural donde existen bienes muebles o

inmuebles susceptibles de ser estudiados con metodología arqueológica, hayan sido o no

extraídos y tanto si se encuentran en la superficie, en el subsuelo o bajo las aguas territo-

riales españolas.

Solo plantearé dos o tres pinceladas sobre las definiciones legales que acabo de ofrecer.

En primer lugar, y en relación con los Monumentos, creo que en su trabajo deben

de tener en cuenta que para la Ley de Patrimonio Histórico tienen la consideración de

inmuebles, además de los que establece el CC. cuantos elementos puedan considerarse

consustanciales con el edificio o formen parte del mismo o de su exorno, o lo hayan for-

mado aunque en el caso de que puedan ser separados formen un todo perfecto y resul-

ten de fácil aplicación a otros edificios o construcciones o usos distintos del suyo origi-

nal y ello aunque su separación no suponga merma para el inmueble. Es lo que podría-

mos llamar el poder de atracción del Monumento que somete a un régimen jurídico uni-

tario a todos sus elementos. Por eso, como profesionales, les exhorto a que siempre que

se enfrenten a una declaración como BIC. insistan en que en el acto de declaración se

enumeren el mayor número posible de elementos y pertenencias del Monumento, y no
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solo su nombre genérico, porque eso implica la extensión del régimen jurídico a estas

piezas que, separadas y no inventariadas, pueen pasar a un tráfico jurídico ilegal como

bienes muebles. Aún más, yo les recomendaría que lo hicieran cada vez que inventaríen

y documenten a un inmueble aunque no sea a efectos de su declaración como BIC. Ya

veremos enseguida la importancia que pueden tener los cztálogos del planeamiento

urbanístico como instrumentos de conocimiento y protección del Patrimonio Histórico.

En segundo lugar, hay que señalar que las definiciones legales son claramente per-

fectibles y carece de sentido, por ejemplo, que tratándose de Bienes de Interés Cultural,

y por tanto de los más relevantes del PHE, la disposición legal vuelva a insistir sobre el

interés histórico, artístico, etnográfico o paleontológico.

Por último, y en mi opinión más importante, es preciso señalar que con las defini-

ciones legales se produce una cierta superposición de conceptos con respecto a alguna

de las categorías introducidas por la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de

Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestre, sobre todo en lo que respecta a los

patrimonios paleontológico, arqueológico y etnográfico, en relación con las categorías

de Monumentos Naturales y Paisajes Protegidos que en su propia definición introducen

criterios de valoración del carácter paleontológico y cultural. Es decir, que los mismos

valores son objeto de calificación desde dos leyes diversas. El tema tiene especial rele-

vancia porque, si se me admite el dato de experiencia, en muchas ocasiones, la mejor

manera de conseguir que un bien merecedor de tutela jurídica quede sin protección, es

someterlo a una pluralidad de legislaciones sectoriales que establecen regímenes jurídi-

cos diversos y, sobre todo, encomienda la gestión a órganos administrativos distintos

que actuan desde lógicas diferenciadas.

Quizás por esa razón, una línea de actuación a estudiar sea la seguida en Aragón a tra-

ves de la Ley 12/1997, de 3 de Diciembre, que crea la figura del Parque Cultural integran-

do bienes muebles e inmuebles con valores materiales e inmateriales y marcos físicos de

valor paisajístico o ecológico, intentando garantizar políticas integradas a traves de órga-

nos de gestión unitarios como son el Patronato, el Consejo Rector y la Gerencia del Parque.

En La Rioja, el modelo quizas fuera aplicable al patrimonio icnológico que exige un trata-

miento muy singularizado.

Pero, ¿Cuál es el régimen legal de protección de los BIC. de naturaleza inmueble?
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La primera medida aplicable cronológicamente al momento mismo de la declara-

ción es la suspensión del otorgamiento de licencias de parcelación, edificación o demo-

lición en las zonas afectadas, así como la suspensión de las ya otorgadas. Las obras que

por razón de fuerza mayor hubieran de realizarse con carácter inaplazable en las zonas

afectadas, precisarán de la autorización de los órganos encargados de la ejecución de la

Ley, es decir, de los órganos autonómicos.

Un inmueble declarado BIC es inseparable de su entorno. No se podrá proceder a

su remoción o desplazamiento sino por causa de fuerza mayor o de interés  social y ello

sustanciando un procedimiento similar al de la propia declaración que precisará el

informe preceptivo y vinculante de alguno de los órganos consultivos anteriormente

citados.

En los supuestos de Sitios Históricos o Zonas Arqueológicas, cualquier obra o

remoción de terreno deberá ser autorizada por los órganos culturales competentes que

podrán, con carácter previo al otorgamiento de la autorización, ordenar la realización de

prospecciones o excavaciones arqueológicas.

En los Monumentos no podrá realizarse obra interior o exterior que afecte directa-

mente al inmueble o a cualquiera de sus partes integrantes o pertenencias sin la autori-

zación de los organismos culturales. La misma autorización se precisa para colocar en

fechadas o en cubiertas cualquier clase de rótulo, señal o símbolo o para realizar obras

en el entorno afectado por la declaración.

Queda prohibida la colocación de publicidad comercial y de cualquier clase de

cables, antenas y conducciones aparentes en los Jardines Históricos y en los

Monumentos.

Por último, se prohíbe toda construcción que altere el carácter de los inmuebles o

que perturbe su contemplación.

Como vemos, y por lo que se refiere fundamentalmente a la categoría de

Monumentos, la protección se articula sobre una serie de prohibiciones directamente

establecidas por la Ley y por el sometimiento de ciertos actos de edificación y uso del

suelo a un acto de control de los órganos culturales a través de la autorización.

Respecto a los Conjuntos Históricos, Sitios Históricos y Zonas Arqueológicas, la

Ley, al instrumentalizar la protección, se basa claramente en el sistema legal de plane-

amiento y en las técnicas del Derecho urbanístico para remitir el núcleo de la protec-
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ción al planeamiento, sin perjuicio de establecer unas “determinaciones materiales de

ordenación”, esto es, una serie de contenidos que obligatoriamente habrá de recepcio-

nar el Plan que se elabore y de contener unas normas de directa aplicación o, lo que es

lo mismo, unas disposiciones que habrán de aplicarse exista, o no, un instrumento de

planeamiento y hasta que este se apruebe.

Así el artículo 20 de la Ley establece imperativamente que la declaración de un

Conjunto, Sitio Histórico o Zona Arqueológica como BIC. implicará la obligación para el

municipio, o municipios en cuyo territorio se hallen de redactar y aprobar un Plan Especial

de Protección del área afectada por la declaración u otro instrumento de planeamiento de

los previstos por la legislación urbanística. La Ley se remite expresamente a los Planes

Especiales de Protección pero introduce una importante matización ya que permite que la

protección de los Conjuntos, Sitios H. y Zonas Arqueológicas pueda realizarse por otros

instrumentos de ordenación distintos, siempre que concurran dos condiciones:

- Que por el lugar y la función que ocupan dentro del sistema legal de planeamiento

sean suficientes, es decir, tengan capacidad para realizar esa protección.

- Que en todo caso asuman el contenido que la Ley establece como obligatorio y

que especifico a continuación.

Por lo que se refiere al procedimiento de aprobación, es importante señalar que es

preceptivo y vinculante el informe de los órganos culturales.

En lo que respecta a esas determinaciones legales de ordenación que necesaria-

mente habrá de asumir el Plan deben señalarse las siguientes:

- Deben establecer para todos los usos públicos el orden prioritario de su instala-

ción en los espacios públicos que sean aptos para ello.

- Tienen que contemplar las posibles áreas de rehabilitación integrada.

- Deben regular los criterios relativos a la conservación de fachadas y cubiertas e

instalaciones sobre las mismas.

Cuando se trate de Conjuntos Históricos, las determinaciones anteriores se com-

plementan con las siguientes: 

- El Plan debe de considerar las relaciones del Conjunto con el área territorial a que

pertenece y regular la protección de los accidentes geográficos y parajes naturales que

conforman el entorno.
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- Igualmente, habrá de realizar la catalogación de los elementos unitarios que con-

forman el Conjunto, definiendo los tipos de intervención posible. A los elementos sin-

gulares se les brindará una protección integral y para los demás el Plan deberá estable-

cer el nivel adecuado de protección.

Por último, y en lo que se refiere a las que he considerado normas de directa apli-

cación, habria que señalar las siguientes:

- Solo excepcionalmente podrán permitirse remodelaciones urbanas y ello cuando

impliquen una mejora en las relaciones con el entorno territorial o urbano o impidan los

usos degradantes para el propio Conjunto.

- La conservación de los Conjuntos Históricos exige el mantenimiento de la estruc-

tura urbana y arquietctónica de modo que solo excepcionalmente podrán permitirse las

sustituciones de inmuebles aunque sean parciales y en todo caso se mantendrán las ali-

neaciones urbanas existentes.

Con anterioridad a la aprobación definitiva del Plan de protección, el otorgamien-

to de las licencias o la ejecución de las otorgadas con anterioridad a la iniciación del

procedimiento de declaración, precisará de la autorización de los órganos culturales.

Una vez aprobado el Plan, el Ayuntamiento será competente para el otrogamiento de las

licencias de obras pero siempre que no afecten a los Jardines Históricos o Monumentos

incluídos en el mismo o sus entornos.

Hasta aquí la protección específica que la Ley establece para los Bienes de Interés

Cultural. Por lo que se refiere a los bienes que hemos considerado como genéricos, ya

he señalado que la Ley confía su protección al planeamiento, de modo que será median-

te la ordenación urbanística como haya de regularse la protección a establecer. No obs-

tante, y como también he señalado, la Ley establece unas medidas o potestades exorbi-

tantes que atribuye a los órganos culturales para aquellos casos en el que el planea-

miento no exista o se muestre insuficiente para alcanzar esa protección respecto a un

bien que quepa considerar como del PHE. Tales facultades se encuentran recogidas en

los artículos 25 y 37 que precisan de una lectura conjunta y sistemática. Ambos pre-

ceptos, en la interpretación que yo ofrezco, vienen a contemplar las obras de demoli-

ción total o parcial y de cambio de uso realizadas sobre bienes inmuebles, aunque no

hayan sido objeto de declaración como BIC, distinguiendo en función de que se haya

sustanciado, o no, un expediente de declaración de ruina.
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En este último caso, cuando no haya mediado una declaración de ruina, los órga-

nos culturales podrán suspender las obras de derribo total o parcial durante un tiempo

máximo de seis meses, durante los cuales la Administración competente en materia de

urbanismo habrá de decidir sobre la procedencia de aprobar un Plan Especial o de otras

medidas de protección de las previstas en la legislación urbanística. Si la

Administración urbanística no adoptara resolución, el órgano cultural podría incoar el

procedimiento de declaración como BIC. En el caso de que hubiera mediado expedien-

te de ruina, el órgano cultural podrá impedir el derribo, debiendo decidir en el plazo de

treinta días hábiles o incoar la declaración o permitir la continuación de las obras.

Pero quizás sea más interesante ver como se articula esta protección desde la prác-

tica del funcionamiento administrativo refiriéndonos específicamente a nuestra

Comunidad Autónoma.Respecto a los bienes declarados BIC ya sabemos que el legis-

lador ha partido de la autorización como acto de control. Determinados actos de edifi-

cación y uso del suelo  quedan sometidos al control de los órganos culturales, pero es

de advertir que esa misma actividad, la edificación y uso del suelo, es el objeto del acto

de la licencia urbanística cuya competencia de otorgamiento corresponde a la auto-

nomía local. En el ámbito de los BIC se produce una verdadera dualidad competencial

entre dos Administraciones heterónomas. ¿Cómo se articula esta situación? La Ley

16/1985 es taxativa en este sentido y establece que respecto a estos bienes no podrá

otorgarse licencia municipal si no se ha producido previamente la autorización expresa.

Las obras que se realicen sin esa autorización serán ilegales y la Administración local

o la cultural podrán ordenar la reconstrucción o demolición con cargo al responsable de

la infracción en los términos de la legislación urbanística.

Algún sector doctrinal ha configurado esa autorización como un informe emitido

en el procedimiento de la licencia urbanística municipal. Personalmente pienso que no

es correcto. La autorización es un verdadero acto administrativo que pone fin al proce-

dimiento en caso de no otorgarse, y que produce plenos efectos jurídicos ad extra.

Además es conveniente que la distingamos del informe por lo que a continuación voy

a decir.

Sabemos también que la protección de los bienes genéricos queda confiada al pla-

neamiento urbanístico cuya tramitación corresponde también a los ayuntamientos. Pues

bien, en la práctica, en el ámbito de nuestra Comunidad Autónoma, esa protección se

está obteniendo mediante el procedimiento de introducir determinaciones urbanísticas

que actuan como condiciones de la aprobación definitiva que corresponde a la
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Comisión de urbanismo.Y una de las normaciones que suelen introducirse es que, en el

procedimiento de concesión de licencias urbanísticas para determinados inmuebles

catalogados por el Plan, o para áreas específicas que el Plan delimita,se contemple

como requisito el informe de la Comisión de Patrimonio. Pero obsérvese que este infor-

me no viene impuesto ni por la Ley 16/1985, ni por una legislación urbanísica que no

existe, sino por la naturaleza reglamentaria del planeamiento, como autonormación que

el Ayuntamiento se da pero que igual pudiera modificar o no darse. Por eso, el informe

no pasa de ser una opinión que preceptivamente emite la Comisión y que preforma el

acto de concesión de licencia pero que no es vinculante. Así de precaria y tensa es la

situación.

¿Es suficiente esta protección? Obviamente, y por lo que acabo de decir, respecto

a los bienes genéricos debe evidenciarse una falta de cobertura legal sufiente. Si un

Ayuntamiento no sometiera una licencia a informe de la Comisión de Patrimonio o se

devinculara de él, la Comunidad Autónoma podría requerir la anulación del otorga-

miento de la licencia y en el caso de que el requerimiento no fuera atendido, impugnarla

ante la jurisdicción contenciosa administrativa, o hacer esto directamente. Pero debe

tenerse en cuenta que el Ayuntamiento cumple su deber de comunicación trasladando el

estracto del acuerdo al órgano de relación, en nuestro caso, la Dirección General de

Administración Local, la cual tendría que adivinar que esa licencia, en apariencia idén-

tica a las demás, se ha otorgado o sin informe o prescindiendo de él. Si llegara a detec-

tar esta circunstancia, en la generalidad de los casos, habría de solicitar informe del

órgano cultural para comprobar estas circustancias y en función de las indicaciones

actuar, señalando que la decisión de impugnar corresponde al Gobierno. Y, sin embar-

go, el plazo para el requerimiento de anulación es de 15 días y el plazo para impugnar

de dos meses. Aunque llegáramos a mejorar las relaciones de coordinación entre los

órganos administrativos, y estamos obligados a ello, la situación es compleja. Todo ello

sin contar con que, aunque se llegara a formalizar en plazo todas esas actuaciones, la

posición procesal de la Administración como impugnante sería muy débil. En este tema

en concreto, sí que tendría una función muy clara una posible Ley autonómica.

En lo que respecta a los BIC, estimo que el aparato institucional es suficiente y aún

puede considerarse que en muchos aspectos se han alcanzado los límites conceptuales

del ordenamiento jurídico constitucional. En esta materia las disfunciones pueden pro-

ceder de nuestra propia realidad social puesto que no siempre se actua en el escenario

teórico, según el cual, todas las Administraciones actuan coordinada y objetivamente
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siguiendo idénticos criterios. En honor a la verdad hay que decir que existe una cultura

de cautela cuando se interviene en los bienes más relevantes, pero también es cierto que

no existe una gran capacidad de control y actuación previa cuando nos hallamos ante

situaciones tensas de disparidad de criterios cuando nos encontramos en los entornos

afectados por la declaración, espacios estos extraordinariamente sensibles sobre los que

el BIC impone una jerarquización urbana pero que pueden ser alterados por interven-

ciones descontroladas que acaban desvirtuando al inmueble declarado.    

Analizada la protección que la legalidad otorga al PHE, y los problemas que sus-

cita, quizás la piedra de toque que la realidad impone a la regulación legal sea, precisa-

mente, la conservación y la ruina. Aspectos ambos que paso a analizar siquiera sea

someramente.

La Ley 16/85 parte del principio general que esablece que el deber conservación

de los bienes del Patrimonio Histórico corresponde a los propietarios, a los titulares de

derechos reales o a los poseedores. Respecto de los BIC añade que quienes vienen obli-

gados a su conservación o custodia, deberán ejecutar las actuaciones que pueda exigir

la Administración competente para garantizar la conservación de modo que, en caso de

no ser cumplidas, se podrá proceder a su ejecución subsidiaria. A tal efecto, la Ley

prevé que se puedan conceder ayudas económicas a los propietarios o titulares de dere-

chos obligados con carácter de anticipo reintegrable, los cuales se inscribirán en el

Registro de la Propiedad cuando afecten  a bienes inmuebles. La Ley va aún más allá y

dispone que las obras podrán ser ejecutadas directamente por la Administración, cuan-

do ello venga exigido para garantizar la conservación del bien, estableciendo, en último

extremo, que el incumplimiento de las obligaciones establecidas, será causa de interés

social a los efectos de que la Administración competente pueda ejercitar la facultad

expropiatoria.

Esto por lo que se refiere a los Bienes declarados. Respecto a los bienes genéricos,

la Ley vuelve a remitirse implícitamente a la legislación urbanística que tenemos que

analizar.

El artículo 21 del TR. de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana

aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1992, establecía la obligación de los pro-

pietarios de las construcciones de conservarlos en condiciones de seguridad, salubridad

y ornato público y los sometía, igualmente, al cumplimiento de las normas sobre pro-

tección de patrimonios arquitectónicos, señalando que el coste de las obras que hubie-
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ren de ejecutarse en cumplimiento de las obligaciones establecidas, habría de sufragar-

se entre los propietarios o la Administración en los términos que estableciera la legisla-

ción aplicable. Pero es el caso que el mencionado Texto Refundido fue declarado

inconstitucional en muy buena parte de su articulado y, aún cuando la Sentencia del

Tribunal Constitucional no incluía el artículo 21 entre aquellos que adolecían de incons-

titucionalidad, es lo cierto que el legislador estatal, en la Disposición Derogatoria única

de la Ley 6/1998, de 13 de abril, no lo incluye entre los artículos del Real Decreto

Legislativo 1/1992 que considera en vigor. Sin embargo, sí que declara vigente el artí-

culo 245-1 el cual, al regular el deber de conservación, se remite, precisamente, al artí-

culo 21-1.

Hasta qué punto nos hallamos ante un bloque errático o ante una declaración de

vigencia, es una cuestión abierta a la interpretación, pero, en mi opinión, no es indife-

rente que nos situemos en una posición u otra. Si consideramos vigente el artículo 21-

1 del TR de 1992, podemos estimar que existe base legal suficiente para considerar que

dentro del deber ordinario de conservación, el propietario de un edificio dotado de un

valor cultural queda obligado al cumplimiento de la normativa de protección del patri-

monio arquitectónico. Sin embargo, si estimamos que el artículo 21-1 ha sido deroga-

do, el contenido ordinario del deber de conservación habría que buscarlo en el revivido

TR. de 1976, el cual establecía la obligación de los propietarios de mantener las cons-

trucciones en condiciones de seguridad, salubridad y ornato publico.

La diferencia no es de matiz y tiene su consecuencia en las órdenes de ejecución,

esto es, en las actuaciones que la Administración puede imponer al propietario para el

cumplimiento del deber de conservación, porque, como señala el artículo 246-2, las

obras se ejecutarán a costa de los propietarios si se contuvieren dentro de los límites del

deber de conservación que les corresponde, y con cargo fondos de la entidad que las

ordene cuando lo rebasaren para obtener mejoras de interés general.

Como puede entenderse fácilmente, desde la perspectiva del patrimonio histórico

arquitectónico, es muy distinto que una orden de obras dictada en cumplimiento de una

normativa de protección específica se pueda considerar comprendida dentro del deber

ordinario de conservación, y por tanto que haya de ser sufragada por el propietario del

inmueble, aún cuando se subvencionado, que el que esa misma orden haya de ser repu-

tada como excluída del deber ordinario porque va más allá del mantenimiento de las

condiciones de seguridad, salubridad y ornato público, y, por ende, hayan de ser sufra-

gadas por la entidad ordenante. Teniendo en cuenta la escasa capacidad económica de
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las entidades locales, que son las Administraciones que soportan el peso de la gestión

urbanística, el campo de maniobra se reduce considerablemente.

¿Basta con este deber de conservación y las correlativas órdenes de ejecución para

alcanzar una cumplida protección? El propio legislador de 1985 es consciente de que

ese nivel de protección no es suficiente y en el artículo 24 se ve obligado a reconocer y

a regular un procedimiento de declaración de ruina. Es decir, que tiene que admitir que

un inmuele sujeto a declaración como BIC, puede verse afectado por un expediente de

ruina.

En tales casos, y tratándose de un BIC, la Ley dispone que los órganos culturales

quedan legitimados para intervenir como interesados en el expediente de declaración,

pudiendo formular alegaciones y teniendo derecho a ser notificados de su apertura y de

cuantas resoluciones se adopten. Por otra parte, la Ley añade que en ningún caso podrá

procederse a la demolición de un inmueble, sin previa firmeza de la declaración de ruina

y la autorización de la Administración competente para la ejecución de la Ley, la cual

no la concederá sin el informe favorable de alguno de los organismos consultivos que

deben dictaminar los expedientes de declaración. Si la ruina fuera inminente, el órgano

que hubiera incoado el expediente podrá ordenar las obras necesarias para garantizar las

seguridad de las personas. Dichas obras deberán ser autorizadas por el órgano cultural

y en ningún caso darán lugar a actos de derribol Hay que garantizar la reposición de los

elementos retirados cuya custodia corresponde a los propietarios. Interesa destacar que

la Ley, respecto a los bienes declarados, o en curso de declaración, establece la presen-

cia de la Administración competente en el expediente de ruina y despliega una serie de

medidas para evitar que el inmueble sea derribado pero, téngase en cuenta, que el hecho

de que no sea derribado no significa que no haya sido declarado ruinoso; circunstancia

ésta que tiene una especial trascendencia por lo que luego diremos.

Respecto a los bienes genéricos, la Ley no establece la presencia de la

Administración cultural ni exige autorizaciones especiales. En estos casos a los órganos

culturales únicamente les resta el ejercicio de aquellas facultades exorbitantes a las que

ya me he referido.

Sin embargo, una vez más el urbanismo actúa como sistema legal de protección de

los bienes genéricos, y lo hace, esta vez, a través de una atinada y generosa jurispru-

dencia que, no obstante, y por los propios límites legales, tampoco puede ofrecer una

solución plena y definitiva. Hemos de tener en cuenta que la ruina es un concepto que
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ha sido objeto de una copiosísima elaboración jurisprudencial que la consdiera como

una constatación jurídica de la situación fáctica del edificio. La ruina es una declaración

que produce determinados efectos jurídicos en función de la situación de hecho de un

edificio, lo cual significa que es evolutiva y se limita a constatar si la edificación ado-

lece de ruina técnica o física, económica o urbanística. Pues bien, cuando se den estas

circustancias puede declararse la ruina. Ahora bien, nuestros tribunales han señalado

que la ruina, en cuanto título declarativo, puede producir plenos efectos jurídicos, pero

no es título ejecutivo suficiente para proceder al derribo cuando el inmueble sobre el

que recae cuente con algún valor singular digno de protección. En tales casos, el inmue-

ble no debe desaparecer y alguna sentencia ha llegado a señalar, incluso, el deber del

propietario de adoptar las medidas que eviten posibles daños a las personas. Con lo cual

hemos llegado a la situación frente a la que deseaba que nos situáramos. Tanto por la

Ley 16/85, como por la línea jurisprudencial a que me acabo de referir, podemos encon-

trarnos con BIC o bienes genéricos que, aún cuando no vayan a desaparecer, han sido

declarados en estado ruinoso. Lo que la jurisprudencia no puede evitar, porque iría más

allá de la legalidad, es que la ruina produzca los efectos jurídicos que lleva aparejados.

¿Cuáles son estos? Fundamentalmente dos; Uno con cierta incidencia en la materia que

nos ocupa, es que la ruina es causa de resolución de los contratos de arrendamiento. El

segundo, que nos afecta directamente, que la declaración de ruina constituye el cese de

los deberes de conservación de los propietarios. A partir de la declaración de ruina, el

propietario no está legalmente obligado a conservar el edificio y no se le puede exigir. 

Con lo cual, hemos llegado a la situación límite a que al principio me refería.

Edificios de interés histórico, artístico, cultural, científico, etc, pueden no ser derriba-

dos pero tampoco conservados puesto que sus propietarios no están obligados legal-

mente a ello, ni la comunidad, falta siempre de recurso económicos, asume la obliga-

ción que le corresponde. Y la pregunta obvia es la siguiente: ¿Pueden unos edificios rui-

nosos cumplir esa función instrumental de acceso a la cultura que hemos reclamado

para los bienes culturales? ¿Es la ruina su forma de valorización cultural y su destino

público? ¿Puede admitirse que el objeto de la legislación del Patrimonio sea su preser-

vación para la contemplación de su estado de ruina romántica?

Exagero, sí, pero no tanto. No hablemos de los castillos, aquí en La Rioja la situa-

ción que he descrito se ha producido ya con el palacio de los Balda y el de Monesterios

corre riesgos. En Haro la situación puede llegar a ser angustiosa y creo, aunque mi espe-

cialidad no sea hacer este tipo de diagnósticos, que la situación es casi irreversible con
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respecto a ese patrimonio inmobiliario “oculto” que es el científico y el etnográfico.

Pienso, por ejemplo, en el rosario de remolacheras, viejas fundiciones, instalaciones

ferroviarias y edificaciones agropecuarias que uno puede descubrir en nuestra geo-

grafía. No parece que en ruinas puedan cumplir la función cultural que nos lleva a man-

tenerlas en pie.

Señalo esto también, para indicar que es preciso llevar un mayor rigor en la emi-

sión y en el control de las órdenes de ejecución respecto de los bienes genéricos de

nuestro patrimonio y para poner encima del tapete la posible insuficiencia de las medi-

das de fomento. Deben conservarse y aún extenderse medidas como el 1% cultural, las

desgravaciones del IBI o de Transmisiones Patrimoniales, etc, Habrá que seguir fomen-

tando que las fundaciones actúen sobre el Patrimonio, pero será necesaria una acción

pública más decidida. La cuestión queda sobre la mesa para abordar ahora en el deba-

te.


